
 

 

La tutela del derecho de defensa o asistencia de toda persona. 

 El Colegio de Abogados del Paraguay (en adelante, el CAP) expresa su más firme respaldo 

a los abogados Juan Carlos Mendonça Bonnet y Habib Alberto Apud Quevedo, quienes han 

recibido amenazas de denuncias penales por haber brindado asistencia letrada a la señora Beate 

Veronika Holtker de Kress en el proceso relativo a la capacidad civil que se le sigue. 

 Ante tales circunstancias, el CAP hace público su profundo rechazo y su viva preocupación 

por las amenazas recibidas por dos de sus asociados en el marco del ejercicio legítimo de la 

abogacía, toda vez que dichas acciones configuran un claro intento de amedrentamiento y una 

afectación directa al núcleo esencial del derecho de defensa o asistencia reconocido a toda persona. 

 A ese respecto, el CAP estima indispensable sentar su posición institucional sobre las 

siguientes bases. En primer lugar, la persecución penal contra abogados por el solo hecho de 

asumir representaciones o defensas judiciales constituye una herramienta incompatible con el 

Estado de Derecho consagrado en el artículo 1.° de la Constitución Nacional. En segundo lugar, 

el derecho a la defensa, así como la asistencia en juicio, garantizado en el artículo 16 del texto 

constitucional y en el conjunto de garantías procesales reconocidas por la Ley Fundamental, no es 

únicamente una garantía individual: constituye un pilar estructural de la democracia y de la forma 

republicana de gobierno.  

 A ello se suma que toda persona tiene el derecho irrenunciable a contar con defensores, 

patrocinantes o representantes convencionales de su elección y que los abogados deben poder 

brindar la asistencia técnica sin riesgo de ser sancionados penal ni disciplinariamente, siempre que 

su actuación se encuadre dentro de los márgenes de la ley y de la ética profesional. En 

consecuencia, las denuncias orientadas a intimidar a los letrados en la asunción de cualquier causa 

no tienen cabida en nuestro sistema constitucional, pues vulneran el derecho de los justiciables a 

elegir libremente a sus defensores, patrocinantes o representantes convencionales. 

 Sobre la base de las consideraciones precedentes, el CAP manifiesta su solidaridad 

irrestricta con los colegas afectados y condena toda conducta que atente contra la independencia 

del ejercicio de la abogacía. Asimismo, formula un llamado al Poder Judicial y al Ministerio 

Público a extremar la prudencia al evaluar la procedencia de acciones penales contra profesionales 

del derecho, a fin de que estas no se conviertan en mecanismos de hostigamiento contra el ejercicio 

profesional legítimo. 

 Finalmente, el CAP reitera su compromiso irrenunciable con la defensa de las instituciones 

democráticas, la independencia judicial, el irrestricto respeto por las garantías constitucionales y 

los derechos humanos, así como su repudio a todo acto contrario a la Constitución Nacional. 
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